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ondiente a cada acreedor, de modo que quede debidamente precisada
Lextensión y alcance del derecho inscrito (vid artículos 9-2 Ley Hipotecaria
54 Reglamento Hipotecario). Ahora bien, en el caso considerado dicha

!d.gencia no puede entenderse insatisfecha.
Constituida la hipoteca en favor de dos avalistas solidarios y en garantía

el reintegro de las cantidades que cualquiera de ellos se vea obligado
abonar como consecuencia del desenvolvimiento del aval, que perfec­

lmente determinado el contenido y extensión del derecho real constituido:
18 concretos términos en que se desenvuelva el aval, se trasladarán al
jercicio de la hipoteca, de modo que tanto puede ocurrir que cualquiera
e los avalistas ejecute la garantía por el todo si el ejecutante obtuvo
)(Ía la cantidad avalada, como que cada uno de ellos la utilice en la
ledida en que sufrió el aval. Que en la fase de pendencia de ese aval,
o se pueda determinar un concreto desenlace del aval y, por ende, el
e la hipoteca, no menoscaba la posición del eventual tercer poseedor
adquirente de un derecho real sobre el bien hipotecado, ni es motivo

ara excluir la cobertura hipotecaria en favor de los avalistas solidarios
e una deuda debidamente determinada en todos sus extremos.

La Dirección General ha acordado estimar parcialmente el recurso en
uanto al defecto tercero, desestimándolo en el resto y confirmando en
110 la nota y acuerdo del Registrador.

Madrid, 1 de marzo de 1994.-El Director General, Julio Burdiel Her­
ández.

r. Registrador de Hipoteca Mobiliaria de Cartagena.

I031 6 RESOLUClON de 21 ti<? marzo de 1994, de la DirecciOn Gene­
ral de los Regitros y del Notariado enel recurso gubernativo
interpuesto por el Notario de Valencia, don Rafael G6mez
Ferrer Sapiña, contra la negativa del Registrador Merca'1V
til número 2 de Valencia a inscribir una escritura de cons­
tituci6n de una sociedad de responsabilidad limitada.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Valencia, don
~afael Gómez Ferrer Sapiña, contra la negativa de la Registradora Mercantil
úmero 2 de Valencia a inscribir una escritura de constitución de una
ociedad de responsabilidad limitada.

Hechos

El día 6 de marzo de 1993, mediante escritura pública otorgada ante
1 Notario de Valencia don Rafael Gómez Ferrer Sapiña, se constituyó
1 compañía mercantil ~MedshipCombined Transport Organization, Socie­
ad Limitada_. En dicha escritura se establece: ~Cuarto. Apoderamiento
lercantil. Se confiere poder mercantil, tan amplio y bastante como en
lerecho se requiera y menester sea, a favor del Secretario del Consejo
~e Administración don Román Lasanta Verdejo, cuya circUnstancias per­
anales constan en la comparecencia, para que, en nombre y representación
le "Medsh~ CMrlbitted Transport, S.ociedad Limitada", tUercite con plena
aüdez y eficacia las facultades que a continuación se relaciona, con la
rfttefirma .te Gerente: Facultades: CGmprar y vender mercaderías, firmar
acturas, ccmocimientos, guías, solicitudes y declaraciones juradas; nORl~

n.r '1 deSf>edir empleados; contratar ftetamientos; librar, endosar, inte....
emr, aceptar, cebrar y descOftt8r letras de cambio y demú .a.c~ente6>

le giro; foJ'llfltrl.ar CUflttas de resaca;reqllerlr protestos por falta de acep­
iW:ión o de Pato; aproaU" 6 impugnar cuenta8; se¡¡.ir _ 4d BaItCO de
:spaña, en cualquier localidad, o en C\l.alCluier otro Banco o estalllecimiento
uentas cQl"rlentes ordinarias e de crNita, con garantía persolUll, de valores
I de efectos cQlt\erciales, firmando al efectg talones, cheques, órdenes
. demlis documentos y retirando cuadernos de talones o cheq,ues; efectuar
lagos porcu.aJquier título; retirar de las oficinas de comunicaciones cartas,
ertificados, despachos, paquetes, giros postales o telegráficos y valores
leclarados, y de las compañías ferroviarias, navieras y de transporte en
;eneral, aduanas y agencias, los géneros y efectos remitidos; formular pro­
estas y reclamaciones y hacer dejes de cuenta y abandono de mercancías;
.brir, contestar y firmar la correspondencia y llevar los libros comerciales
'on arreglo a la ley; levantar protestas de averías; hacer y contestar reque­
imientos notariales; contratar seguros contra riesgos de transporte, incen­
lios y accidentes de trabajo, firmando las pólizas o documentos corres­
londientes; solicitar y retirar cupos de materias primas o de carácter
'omercial; llevar su representación en las quitas y esperas, suspensiones
le pagos, concursos y quiebras de sus deudores, asistiendo a las Juntas,
lombrando Síndicos y Administradores, aceptando o rechazando las pro-

posiciones del deudor y llenando todos los trámites hasta el término del
procedimiento; transigir derechos y acciones; someterse al juicio .de árbi­
tros; comparecer por sí o por Procuradores, mediante el otorgamiento
al efecto de los oportunos poderes, ante toda clase de Autoridades, Juz­
gados, Audiencias, Jurados, Tribunales, Delegaciones, Comisiones, Comi·
tés, Sindicatos, Fiscalías, Ministros, Magistratura del Trablijo, Clijas e Ins·
titutos Nacionales, dependencias del Estado, Provincia o Municipio y cua­
lesquiera otro organismo, promoviendo, instando, siguiendo o desistiendo
expedientes, pleitos, causas o juicios de cualquier cIase y, en general, prac­
ticar toda clase de actos de gestión mercantil. Quinto. Estipulaciones espe­
ciales. 1. Facultades del órgano de administración durante la fase anterior
a la inscripción de la sociedad. Durante dicha fase y para los efectos
determinados en el artículo 6.° de la Ley especial, se confieren al órgano
de administración, expreSa y especialmente, las mismas facultades que
los Estatutos y las normas legales le atribuyen con carácter general. Y
se reitera que, conforme al artículo 2.° de los Estatutos, esta sociedad
da comienzo a sus operaciones el día de hoy. Además de manera par~

ticularísima y aunque pueda ser innecesario, se autoriza al Consejero dele­
gado nombrado para efectuar los pagos necesarios como consecuencia
de la constitución de la compañía, incluida su inscripción y la publicidad
necesaria, y en su caso los de las escrituras de subsanación de la presente
o de los Estatutos incorporados. 2. Mandato especifico. Se confiere poder
a don Román Lasante Verdejo para realizar la siguiente operación: Para
que aún cuando incida en la figura jurídica de autocontrato, pueda otorgar
cuantas escrituras de aclaración o subsanación sean necesarias como con·
secuencia de la calificación oral o escrita de los señores Registradores
Mercantiles de Valencia_o

II

Presentada la anterior escritura, acompañada de dos poderes uno ante
el Cónsul de España en Miami y otro autorizado por el mismo Notario,
fue calificada con la siguiente nota: .No admitida la inscripción del presente
documento, acompañado de dos poderes uno ante el Cónsul de España
en Miami y otro autorizado por el mismo Notario, por observarse los defec­
tos siguientes: 1.° Carecer de autenticidad el segundo de los poderes, acom­
pañados por no constar en la copia del mismo el signo, firma y rubrica
del Notario autorizantes. 2.° Ser contrario el otorgan cuarto a las Reso­
luciones de la Dirección General de 22 de enero de 1988, 25 de abril
de 1991 y 20 de octubre de 1992. 3.° No ser susceptible de inscripción
el otorgan quinto 1, por cuanto siendo facultades conferidas para el período
anterior a la inscripción caducan al practicarse ésta conforme a la doctrina
de la Resolución de 20 de abril de 1989 aplicable por analogía. 4.° No
ser susceptible de inscripción el otorgan quinto 11, por tratarse de poderes
conferidos por los socios entre sí como personas físicas y no por ni en
representación de la sociedad. Son insubsanables los defectos 3.° y 4.°,
y no procede anotación preventiva. Contra la presente nota puede inter­
ponerse recurso de reposición en el término de dos meses ante el propio
Registrador y contra la decisión adoptada, el de alzada ante la Dirección
General en término de otro mes desde la notificación de la anterior decisión
conforme a los artículos 66 y 71 del Reglamento del RegistN Mercantil_,
Valencia a 7 de abril de 1993.-La Registradora. número 2, Laura María
Cano Zamorano.

1II

El N9tario a.toriZlmte del documento mterpuso recurso de reforma
contra lá anterior calificación y alegó: 1. En cuanto al primer defecto
se ha s1lhsanado pese a la aetuaci6D ae la Registradora, por no haberse
dado cumpHmiento con carácter previe a le prevenido en el artículo 76
de la Ley • 26 de ncmembre de 1902. 2. En te refereflte al segundo
defecto, que en este caso -no cancurrea .las mismas circumtancias que
en las escrituras calificadas a que las resoluciones alegadas se refieren;
pues, de le contrario no se ve que akanee tiene el artículo 15.2 de la
Ley de Sociedades Anónimas, en que se ha tmsado la legalidad de la cláusula
discutida. 3. En cuanto a los otros dos defectos alegados no es que sean
insubsanables, sino que no son defecto, La Registradora no discute la
validez de los pactos, reconociendo expresamente que no son susceptibles
de inscripción, luego lo que procede es· no inscribirlos, pero no a denegar
la prestación de un serviCio público sin causa que lo justifique, 10 que
se considera que constituye falta muy grave en el desempeño de una función
pública, que obstaculiza el desarrollo del tráfico mercantil.

IV

La Registradora Mercantil número 2 de Valencia decidió mantener en
todos sus términos la nota de denegación, e informó: LOEn cuanto al
primer defecto hay que señalar que es tan evidente que el propio recurrente
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lo reconoce suscribiendo el documento con fecha 29 de abril de 1993,
muy posterior a la nota de calificación, no obstante lo cual recurre el
defecto, lo que no parece muy congruente, ya que si se subsana el defecto,
el recurso resulta improcedente en este punto. La nota de calificación,
como impone el articulo 62 del Reglamento, se limita a constatar el hecho
de falta de la firma, signo y rúbrica del Notario, sin que ello envuelva
ninguna descalificación Para el autorizante. El recurrente entiende que
no se ha cumplido con lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley de 26
de noviembre de 1992, cuestión completamente ajena al recurso, confonne
al artículo 68 del Reglamento del Registro Mercantil. En este aspecto hay
que tener en cuenta lo declarado en la Asamblea del Colegio Notarial
de Valencia, de fecha 28 de marzo de 1993; la interpretación dada al artícu­
lo 62 del Reglamento por la Resolución de la Dirección General de los
Registros y del Notariado, de fecha 20 de marzo de 1991; y la doctrina
de las Resoluciones de 23 de marzo de 1961, 23 de febrero de 1968, 21
de enero de 1986 y más reciente, la de 28 de abril de 1993. 2.0 Respecto
al segundo defecto de la nota, las tres Resoluciones citadas en la misma
son claras, con interpretación acorde tanto para supuestos anteriores como
posteriores a la reforma de la legislación mercantil, o sea la de que los
p<?deres otorgados antes de la inscripción de la sociedad en el Registro
Mercantil precisan de la aprobación posterior de la sociedad una vez ins­
crita 3.° En cuanto a los dos defectos restantes, ambos quedan afectados
por un denominador común: el de que las facultades a que se refieren
se conceden para el período previo a la inscripciónde la sociedad caducada
al practicarse ésta, por lo que resulta evidente la inutilidad de su ins­
cripción, ya que carecen de efectividad conforme a la doctrina que se
deduce, por analogía, de la Resolución citada de 20 de abril de 1989.
La nota no dice que tales pactos sean nulos ni anulables sino que no
son inscribibles que es cosa muy distinta. La enumeración de actos válidos
no inscribibles sería interminable. Al Registro sólo accede lo vigente e
inscribible y no lo caduco y no inscribible y el hecho de que se califique
de insubsnable en nada afecta a la posibilidad de inscripción del docu­
mento, a no mediar la existencia de otros defectos, y así el defecto es
insubsnable porque no hay ninguna subsanación que permita convertir
en inscribible lo que no lo es, y no obsta a la inscripción del documento,
de no existir otros defectos. 4.° Que por tanto, caen por su base las acu­
saciones del recurrente, la Registradora se limita a extender la nota de
calificación señalando los defectos existentes y no pretende entorpecer
el tráfico mercantil y si algo entorpece a dicho tráfico no es la calificación
sino la omisión denunciada en la nota a la que es ajena totalmente la
Registradora. 5.0 Que el entorpecimiento de la agilidad del tráfico mercaniil
se produce aún en mayor grado por el presente recurso, ya que su ,inter­
posición impide la inscripción del documento hasta que se resuelva el
mismo. 6.° Que por último, que el artículo 69 del Reglamento Mercantil
dice que el escrito del recurso expresará las razones en que se funda
el recurrente, y en este caso, dicho escrito estás más sobrado de descortesía
que razones jurídicas. Que hay que citar como fundamentos de derecho
los artículos 6.° de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada;
15 de la Ley de Sociedades Anónimas, 62, 68 y 69 del Reglamento del
Registro Mercantil; y las Resoluciones antes citadas y las de 22 de enero
de 1988, 20 de abril de 1989, 20 de marzo de 1991 y 20 de octubre de
1992.

v

El Notario recurrente se alzó contra la anterior decisión, manteniéndose
en todos sus extremos, y añadió: 1.0 Con relación al primer defecto de
la nota. Que en el caso de que la calificación atribuya al documento algún
defecto, y este sea subsanado por el interesado, el Registrador está obligado
a inscribir (artículos 62 y siguientes del Reglamento del Registro Mercantil),
pero ello no priva al Notario, autor del documento, del derecho a oponerse
al acto de jurisdicción voluntaria registral interponiendo recurso guber~

nativo a efectos doctrinales, siendo necesario interponer previamente el
recul'SO de reforma (artículos 69 y 76 del citado Reglamento). Si los inte­
resados se someten a la calificación y cumplen la petición del Registrador,
éste deberá inscribir necesariamente, salvo grave incumplimiento de sus
obligaciones; pero si el Registrador no cumple con sus obligaciones, este
recurso no puede ser a efectos doctrinales, sino gubernativo de alzada.
Por otro lado, si el documento no contiene los signos de autorización
notarial, no puede ser calificado de copia, y, por tanto, no se ha acompañado
el poder que es necesario para calificar y que, en consecuencia, la Regis­
tradora debiera haber reclamado previamente a la calificación. Habiendo
sido subsanado no puede ser obstáculo para la inscripción, incumpliendo,
por tanto, la Registradora el plazo para inscribir que le impone el articu-

lo 39.1 del Reglamento del Registro Mercantil e incurre en ilícito el man­
tenerlo como defecto en la decisión. Que la Ley 30/1992, de 26 de diciembre,
de Procedimiento Administrativo es supletoriamente aplicable a las rela­
ciones entre los administrados y el Registro público de la Propiedad y
Mercantil en aquellas materias que no afectan a la calificación sino a
la forma de prestación del servicio público. 2.0 Que en lo relativo al segundo
defecto de la nota. Que la base jurídica en que se asienta la posibilidad
y legalidad del apoderamiento del otorgan cuarto de la escritura no és
otro que el artículo 15.2 de la Ley de Sociedades Anónimas que se remite
al artículo 6 de la Ley sobre Régimen Jurídico de las Sociedades de Res­
ponsabilidad Limitada. Se trata de un poder otorgado con carácter defi·
nitivo por el órgano de administración luego de acuerdo con el artículo
citado en sus puntos 2 y 3, la sociedad queda obligada por el acto o contrato
realizado sin necesidad de ratificación, resulta ilógico que no teniendo
que ratificarse el acto, haya de ser ratificado el instrumento mediante
el que se ha efectuado. La totalidad de la doctrina que ha estudiado la
problemática de la sociedad en formación, llega a las mismas conclusiones.
Que en la Resolución de 20 de octubre de 1992, la Dirección General
deja a salvo los supuestos previstos en el párrafo segundo del artícu­
lo 15 del nuevo texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas. Que,
por tanto, el defecto alegado carece de apoyo legal y de doctrina juris­
prudencial y debe permitirse la inscripción del mencionado poder con
simultaneidad a la constitución de la sociedad. 3.0 Que en cuanto al tercer
y cuarto defecto de la nota. Que la señora Registradora califica de defectos
insubsanables que impiden la inscripción del titulo lo que ella misma cali­
fica de actos inscribibles que con toda claridad, lo proclama el artícu­
lo 62.2 del Reglamento del Registro Mercantil. Que cuando su documento
contenga diversos actos, unos susceptibles de inscripción en potencia en
el Registro Mercantil y otros no, los primeros son susceptibles de tener
defectos subsanables o insubsanables, pero los segundos no, el Registrador
debe denegar simplemente la inscripción en virtud de lo que dice el artícu­
lo 60 del Reglamento del Registro Mercantil. La señora Registradora con­
funde lo insubsanable con lo inscribible. Que las dos cláusulas que se
estudian, como reconoce la propia Registradora no son nulas, ni necesitan
de ninguna subsanación, sencillamente porque no son defectos del titulo,
ni -provienen de la firma, del acto ni del Registro. 4.0 Que con relación
a la nota de calificación en sí misma. Que debe extremarse el cuidado
de que en CUanto a la calificación registral, sólo figure en el documento
10 que es defecto del mismo, y no de cosas extrañas a él.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 1.710, 1.717 y 1.727 del Código Civil; 18.2 Y 281
del Código de Comercio; 6.0 y 6.0 de la Ley de Sociedades de Respon~

sabilidad Limitada; 15 del texto refundido de Ley de Sociedades Anónimas;
6.°, 62.2, 70.2, 71 Y 76 del Reglamento del Registro Mercantil y las Reso­
luciones de 22 de enero de 1988, 20 de octubre de 1992 y 25 de agosto
de 1993.

1. La Registradora rechaza la inscripción del documento, no obstante
haberse subsanado el defecto apreciado --consistente en carecer de auten­
ticidad uno de los poderes acompañados por no constar en la copia del
mismo el signo, firma y rubrica del Notario autorizante- y reconocer este
hecho, so pretexto de haberse recurrido la nota de calificación, alegando
que con ello se imposibilita la inscripción hasta la resolución del recurso:
una cuestión idéntica a la presente, suscitada entre los mismos interesados,
ya fue resuelta por la Resolución de 16 de noviembre de 1993, que señaló
que con ese proceder la Registradora viene a desconocer las dos fases
en que se desarrolla el recurso gubernativo y su propia finalidad. Si la
finalidad, de la calificación registral es comprobar la legalidad del acto
o negocio que pretende acceder al Registro (cfr. arts. 18.2 del Código de
Comercio y 6 del Reglamento del Registro Mercantil), la del recurso en
sus dos instancias es la de revisar aquella calificación de suerte que si
ya en su fase inicial, la solicitud de reforma de lanota, se acepta la inexis­
tencia de los defectos o su subsanación, lo procedente es acceder a lo
solicitado y, en consecuencia, extender los asientos correspondientes (art.
70.2 del precitado Reglamento), todo ello con independencia de que tal
reforma tome como base o no los argumentos del recurrente. Los legítimos
intereses de quien demanda la prestación del servicio público del Registro
Mercantil no pueden quedar menoscabados ni sufrir demoras injústifi­
cadas, una vez aceptada su legalidad, en base a: discrepancias de criterio
sobre la correcta o incorrecta redacción de la nota de calificación o el
procedimiento adecuado para poner de manifiesto los defectos observados
o para su subsanación. Nada obsta a que en la decisión del Registrador
por la que admita la reforma de su anterior calificación exponga los fun·
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amentos en que se basa para ello y refuta los esgrimidos por el recurrente.
odo ello podrá ser dilucidado en un recurso interpuesto exclusivamente
efectos doctrinales al amparo del artículo 76 del repetido Reglamento,

in perjuicio para los interesados y sin perturbaciones en la presentación
e los servicios públicos que a Notario y Registrador están encomendados.

2. El segundo defecto atribuido al título presentado califica como
efecto subsanable la concesión de un poder en favor del Secretario del
onsejo de Administración concretado en la realización de facultades de
estión con la antefirma de tGerente~, pues, a juicio de la Registradora,
s precisa la aprobación posterior de la sociedad, una vez inscrita, para
~ inscripción de la cláusula cuestionada.

La exigencia de ratificación encuentra su fundamento en la necesidad
e proteger los intereses del ~dominus negotii. cuando tiene lugar una
ctuación de otra persona en su nombre, sin poder o con poder insuficiente.
'ratándose de una sociedad de responsabilidad limitada pendiente de ins­
ripción en el Registro Mercantil, ha de examinarse si la concesión del
,oder, conforme a lo dispuesto en el artículo 15 del texto refundido de
1. Ley de Sociedades Anónimas -por remisión del artículo 6.0 de la Ley
,e Sociedades de Responsabilidad Limitada~, constituye un acto carente
le suficiente cobertura representativa que haga necesario el requisito de
:lo ratificación a fin de que resulte imputable al titular del derecho. A
al efecto, debe precisarse que de la redacción de la escritura no se des­
.rende con la claridad que sería deseable si, entre las 4iversas posibilidades
lue previene el artículo 15, número 2 del texto refundido de la Ley de
lociedades Anónimas, el poder ha sido concedido por los socios funda­
lores, o si 10 ha sido por los Administradores dentro de las facultades
ltorgadas para la fase anterior a la inscripción de la sociedad; pero tal
'ircunstancia -que, aunque no se ha planteado puede tener trascendencia
l la hora de determinar los efectos peculiares del poder en una u otra
turna concedido- carece de relevancia a fin de resolver la cuestión deba~

ida: el artículo 15 precitado equipara, a los efectos de establecer la defi­
titiva vinculación de la sociedad, los actos realizados por los adminis­
,radores durante el período anterior a la inscripción -dentro de las facul­
ades que les confiere la escritura para la fase anterior a la inscripción_
, ~los estipulados en virtud de mandato específico por las personas a
al fin designadas por todos los socios_ -y ello, tanto para los actos rea­
izados durante el período antenor a la inscripción (cfr. n.0 2), como para
~I posterior al mismo (cfr. n.o3}-; respecto de ambas categorías de actos
leñala el número 3 del mismo precepto que ~una vez inscrita, la sociedad
luedará obligada_, y ello, sin necesidad de que los actos sean ratificados
lar la Junta General de la sociedad, una vez inscrita. Como puso de relieve
a Resolución de 25 de agosto de 1993 ~Ia previa autorización al repre­
Jentante para la realización de tales actos, por aquellos a quienes puede
üectar, implica una previa prestación de .consentimiento que excluye de
la necesidad de· ratificación, precisa úqicamente para los supuestos en
=lue la habilitación del representante no existe o es insuficiente (cfr, artícu·
los 1.259, 1.717, 1.727 y 1.829 del Código Civil)•.

3. Los d~fectos tercero y cuarto se estudian conjuntamente por tener
Ima problemática común; en ambos casos se trata de facultades conferidas
por los socios fundadores para un ámbito de actuaciones que por su propia
naturaleza resultan extrañas' a las necesidades de la sociedad de respon~

sabilidad limitada una vez inscrita en el Registro Mercantil (poder en favor
de uno de los comparecientes para otorgar escrituras de subsanación y
apoderamiento expreso en favor del órgano de administración de la socie­
dad en virtud del cual queda investido durante la fase anterior a la ins­
cripción de la sociedad de las mismas facultades que los Estatutos recogen
parl;lla sociedad una vez inscrita). Estando de acuerdo ambas partes en
la naturaleza no inscribible, de 'las facultades así conferidas, no es preciso
hacer pronunciamento expreso. Debe, no obstante, ponerse de manifiesto
la impropiedad de la nota del Registrador en cuanto atribuye a las cláusula.<:
señaladas el carácter de defectos insubsanables, cuando en realidad no
hay tales, sino simples circunstancias no inscribibles del título'presentado,
como expresión de la distinta eficacia que puede tener la voluntad de
los particulares expresada en el documento público, en cuanto se proyecta
sobre actos anteriores a la inscripción de la sociedad en el Registro Mer­
cantil, y respecto de cuya validez y eficacia relativa -en función de su
objeto y de su causa- no es posible oponer reparo alguno. .

Esta Dirección General ha acordado revocar los dos primeros defectos
atribuidos al título presentado, y declarar que los dos últimos no son
defectos.

Madrid, 21 de marzo de 1994.-El Director general, Julio Burdiel Her­
nández.

Sr. Registrador Mercantil de Valencia.

1031 7 RESOLUCION de 13 de abril de 1994. de la Dirección Gene­
rol de Administración Penitenciaria, por la qu.e se dispone
el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo Canten­
cioso-Administrativo, Sección Sexta, del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, dictada con fecha 19 de octubre
de 1993, en el recurso número 1.996/1990, interpuesto por
don Julio Alvarez Cano-CabaUero, funcionario de Institu­
ciones Penitenciarias, contra la deducción de haberes efec~

tuada por la Dirección General de Instituciones Peniten­
ciarias con motivo de la huelga legal acaecida durante
los días 16 al 19 de marzo de 1990.

En cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia de fecha 19 de octubre
de 1993, dictada por la Sala de lo Contenciosl?Administrativo, Sección
Sexta, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el recurso número
1.996/1990, promovido por el recurrente don Julio Alvarez Cano-Caballero,
contra la deducción de haberes practicada con motivo de su participación
en la huelga acaecida durante los días 16 al 19 de marzo de 1990, ha
recaido sentencia de la antedicha fecha, cuya parte dispositiva dice así:

~Fallamos: Desestimando el recurso contencioso-administrativo inter~

puesto por don Julio Alvarez Cano-Caballero contra la resolución de fecha
20 de marzo de 1990 de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias
que acordó aplicar al interesado el descuento de haberes por el ejercicio
del derecho de huelga, y contra la de 3 de octubre de 1990 que desestimó
el recurso de reposición formulado frente a aquélla, debemos declarar
y declaramos ajustadas a Derecho las citadas resoluciones; sin hacer impo­
sición de costas .•

En virtud de lo que antecede, esta Dirección General ha dispuesto
el cumplimiento, en sus propios términos, de la referida sentencia.

Lo que digo aV. I. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 13 de abril de 1994.-EI Director general, Martín Alberto Bar­
ciela Rodríguez.

Ilmo. Sr, Subdirector general de Personal.

1031 8 RESOLUCION de 18 de abril de 1991f, de la Dirección Gene­
ral de Administración Penitenciaria, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia de la Sala. de lo Canten·
cioso-Administrativo (Secci6n Séptima), del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Madrid, dictada en el recurso número
1454/1990, interpuesto por don Jesús de Diego Sanz.

Visto por la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección Séptima)
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, el recurso número 1454/1990,
interpuesto por don Jesús de Diego Sanz, contra la Resolución del Sub­
secretario del Ministerio de Justicia de 26 de enero de 1990 sobre acuerdo
de reconocimiento de grada personal, la citada Sala de lo Contenciosl?Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, ha dictado sen­
tencia de 2 de diciembre de 1993, cuya parte dispositiva dice así:

.Fallamos; Que desestimando el recurso interpuesto por don Jesús de
Diego Sanz, contra la resolución del Subsecretario del Ministerio de Justicia
de 26 de enero de 1990 sobre acuerdo de reconocimiento de grado personal
consolidado y contra la desestimación del recurso de reposición, debemos
declarar y declaramos ~ustadosa derecho los actos impugnados; sin hacer
imposición de costas_o

En su virtud, esta Dirección General, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo-103 y siguientes de la Ley Reguladora de la Jurisdicción
ContencioscrAdministrativa, ha dispuesto se cumpla en sus propios tér­
minos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. l., para su conocimiento y efectos.

Madrid, 18 de abril de 1994.-El Director general, Martín Alberto Bar­
ciela Rodríguez.

Dmo. Sr. Subdirector general de Personal,


